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INCIDENTE DE SUSPENSIÓN 1890/2025
AUDIENCIA Y RESOLUCIÓN INCIDENTAL.

Se hace del conocimiento de las partes que derivado de las 

medidas de austeridad implementadas por el Consejo de la 
Judicatura Federal, podrán presentarse demoras extraordinarias 

en la emisión de acuerdos, notificaciones y demás actuaciones 

judiciales, las cuales serán atendidas en estricto orden de 
prelación y urgencia procesal; esto, atendiendo a los principios de 

buena fe procesal y en aras de garantizar el debido proceso, el 

acceso efectivo a la justicia y el respeto a los derechos laborales de 

quienes integran el órgano jurisdiccional.

En Ciudad Obregón, Sonora, a las once horas con siete 
minutos del diecinueve de agosto de dos mil veinticinco, día y 

hora señalados para la celebración de la audiencia incidental, 

estando en audiencia pública de derecho Yazmín Angélica Murillo 
Badilla, Jueza Séptimo de Distrito en el Estado de Sonora, asistida 

de Alonso Oliva Mexía, secretario con quien actúa, declara abierta la 

presente audiencia, sin la asistencia de las partes. 

Acto seguido, el secretario certifica que ninguna de la partes 

presentó escrito solicitando estar presente en la audiencia.

El secretario hace relación de las constancias que existen en 

autos, entre las que se encuentran copia del escrito de demanda y 

documentales y auto en el que se proveyó respecto a la suspensión 

provisional. Asimismo, se da cuenta con oficios y anexo registrados 

con folios 23751, 23779 y 23778.

A lo anterior, la Jueza acuerda: téngase por hechas la 

relación de constancias que anteceden.

Por otra parte, agréguense a los autos los oficios y anexo 

remitidos por las autoridades responsables Presidente Municipal y 

Ayuntamiento de Cajeme; y, Directora Jurídica del Organismo 
Operador Municipal de Agua Potable, Alcantarillado y 
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Saneamiento, residentes en esta ciudad, mediante los cuales rinden 

su informe previo, con fundamento en el artículo 140 de la Ley de 

Amparo.

Como lo solicita el Organismo Operador Municipal de Agua 

Potable, Alcantarillado y Saneamiento, se tiene como domicilio para 

oír y recibir notificaciones el que indica; y, como personas 

delegadas en términos del artículo 9 de la Ley de Amparo, a los que 

mencionan las tres autoridades responsables, en los informes que 

se atienden.

Por cuanto hace a la diversa petición del Ayuntamiento de 

Cajeme, se ordena a la Oficial Judicial A para que previa verificación 

del usuario  ************ realice las adecuaciones 
respectivas a fin de que se le autorice el acceso al expediente 
electrónico únicamente en el presente juicio de amparo.

Abierto el período de pruebas, el secretario certifica que la 

persona quejosa ofreció las pruebas documentales, presuncional e 

instrumental de actuaciones. La Jueza acuerda: con fundamento en 

el artículo 143 de la Ley de Amparo, se tiene por admitidas las 

pruebas documentales referidas.

 En cuanto a las pruebas presuncional e instrumental de 

actuaciones, no ha lugar a tener por admitidas, en virtud de que en 

el incidente de suspensión únicamente se admitirán las pruebas 

documental y de inspección judicial, de conformidad con el artículo 

143 del precitado ordenamiento legal.

Cerrado el período de pruebas y abierto el de alegatos, el 

secretario certifica que ninguna de las partes los formuló. La Jueza 
acuerda: téngase por hecha la certificación que antecede para los 

efectos legales correspondientes y por precluido el derecho de 

presentarlos con posterioridad.

Con lo anterior se concluye la audiencia en sus etapas de 

pruebas, así como alegatos y se levanta la presente acta para 
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constancia, procediéndose a dictar la resolución en los términos 

siguientes: 

Vistos, los autos del incidente de suspensión relativo al 

juicio de amparo  ********* para resolver sobre la suspensión 

definitiva; y, 

R E S U L T A N D O:

I. La demanda de amparo a la que este incidente 

corresponde, fue promovida por ****** ******* ******, contra actos 

del Organismo Operador Municipal de Agua Potable, 
Alcantarillado y Saneamiento de Cajeme (OOMAPASC), y otras 

autoridades, con residencia en esta ciudad.

II. Por auto de doce de agosto de dos mil veinticinco, se 

proveyó sobre la suspensión provisional del acto reclamado y, se fijó 

día y hora para la celebración de la audiencia incidental, la que tiene 

lugar al tenor del acta que antecede; y, 

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Litis. En el caso, la persona quejosa señala 

como acto reclamado la omisión de prestar el servicio público de 
drenaje y alcantarillado.

Asimismo, solicita la suspensión para el efecto de que se 

preste dicho servicio público de forma adecuada y oportuna. 

SEGUNDO. Inexistencia. No es cierto el acto reclamado a 

las autoridades responsables Ayuntamiento y Presidente 
Municipal, ambos de Cajeme, Sonora, ya que al rendir su informe 

previo negó la existencia del mismo. 

TERCERO. Existencia. Es cierto el acto reclamado a la 

autoridad responsable Organismo Operador Municipal de Agua 
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Potable, Alcantarillado y Saneamiento, no obstante que al rendir 

informe previo haya negado la existencia del mismo.

Es así, ya que de las documentales aportadas por la persona 

quejosa se evidencia la omisión por parte de la autoridad 

responsable de otorgar un servicio integral de alcantarillado y 

saneamiento en el lugar que habita la persona quejosa.

CUARTO. Consideraciones previas. De los antecedentes 

manifestados bajo protesta de decir verdad, se advierte que la 

persona quejosa habita en calle ****** ***** ************ ** ** ** 

******* ********* ** de esta ciudad. 

Inmueble que adquirió en términos del contrato de 

compraventa consignado en la escritura pública anexa a la demanda 

de amparo. 

Refiere la persona quejosa que en la colonia que reside no 

se presta debidamente el servicio público de drenaje y alcantarillado, 

dadas las fugas en el drenaje que ocasionan descargas de aguas 

residuales en la calle y que impiden el uso de los servicios 

sanitarios. 

Como consecuencia de ello, refiere haber comunicado esas 

irregularidades al Organismo Operador Municipal de Agua 
Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Cajeme (OOMAPASC), 
lo cual quedó registrado en los reportes de fecha y folio siguientes: 
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Asimismo, para evidenciar el deterioro ambiental originado 

por la omisión de prestar adecuadamente los servicios públicos de 

drenaje y alcantarillado exhibió como prueba documental las 

siguientes imágenes: 
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En ese contexto, este órgano jurisdiccional considera que el 

análisis de la suspensión debe realizarse bajo los principios del 

derecho al medio ambiente sano, dado que la acción constitucional 

se ejerce para tutelar ese derecho fundamental. 

El Alto Tribunal ha determinado que el derecho al medio 

ambiente sano posee tanto una dimensión objetiva como subjetiva.

Desde su faceta objetiva, implica la existencia de un sistema 

normativo e institucional que garantice la preservación y restauración 

de los ecosistemas, mientras que su dimensión subjetiva 
reconoce el derecho de toda persona a exigir condiciones 
ambientales adecuadas para su bienestar y desarrollo. 

En virtud de esta dualidad, la tutela del medio ambiente no 

sólo es un imperativo constitucional, sino que adquiere un valor 

intrínseco que trasciende cualquier análisis de costo-beneficio. 

En consecuencia, en la formulación de su política ambiental, 

las autoridades están constitucionalmente obligadas a proteger el 

derecho a un medio ambiente sano y a la salud sin condicionar su 

eficacia a eventuales repercusiones económicas. 

El artículo 115, fracción III, inciso a) de la Constitución 

Federal dispone que los Municipios tendrán a su cargo las 
funciones y servicios públicos siguientes: a) Agua potable, 
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drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas 

residuales. 

El artículo 119 Bis de la Ley General deL Equilibrio Ecológico 

y Protección al Ambiente, dispone:

ARTÍCULO 119 BIS.- En materia de prevención y control de la 
contaminación del agua, corresponde a los gobiernos de las 
entidades federativas y de los Municipios, por sí o a través de 
sus organismos públicos que administren el agua, de 
conformidad con la distribución de competencias establecida en 
esta Ley y conforme lo dispongan sus leyes locales en la materia: 
I.- El control de las descargas de aguas residuales a los 
sistemas de drenaje y alcantarillado;

En ese contexto, la persona que acude en defensa del medio 

ambiente debe probar: 

a) Un agravio diferenciado, el cual se define con la situación 

que guarda la persona o comunidad con el ecosistema que estima 

vulnerado, particularmente con sus servicios ambientales; 

b) Que son beneficiarias de un servicio ambiental, lo cual 

implica que habitan o utilizan un determinado ecosistema o área de 

influencia y, aunque es un criterio geográfico, no puede ser 

entendido como uno de vecindad inmediata ("al lado de"), sino que 

también deben tomarse en cuenta las zonas donde impactan; 

c) No necesariamente se debe demostrar el daño al medio 

ambiente pues ello podría constituir la materia de fondo.

El primer requisito se considera acreditado indiciariamente, 

puesto que la persona quejosa puede expresar un agravio 

diferenciado, dado que la eventual restitución de los servicios 

públicos de drenaje y alcantarillado le produciría un beneficio jurídico 

inmediato. 

El segundo requisito se considera acreditado indiciariamente, 

puesto que la persona quejosa acreditó contar con un domicilio 

ubicado en el lugar donde se materializa la omisión de prestar los 

servicios públicos de drenaje y alcantarillado, esto es, en la colonia 

********* ** de esta ciudad. 
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El tercer requisito se considera indiciariamente acreditado, 

considerando que a la persona quejosa no le corresponde demostrar 

necesariamente el daño, ni hechos negativos u omisiones, sino que 

la autoridad responsable tiene la carga de probar que ha ejercido 

debidamente sus facultades en materia de drenaje y alcantarillado 

en la colonia ********* ** de esta ciudad. 

Sustenta lo anterior, la jurisprudencia 192/2023 con registro 

digital 2027842 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, cuyo rubro y texto disponen:

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO EN MATERIA 
MEDIOAMBIENTAL. EL ARTÍCULO 131 DE LA LEY DE 
AMPARO, QUE ESTABLECE UN REQUISITO MÁS AGRAVADO 
PARA EL OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN CUANDO LA 
PARTE QUEJOSA ADUZCA INTERÉS LEGÍTIMO, DEBE 
INTERPRETARSE A LA LUZ DEL CONVENIO DE ESCAZÚ Y DE 
LOS PRINCIPIOS IN DUBIO PRO NATURA, DE PREVENCIÓN Y 
PRECAUTORIO.

Hechos: Un grupo de personas vecinas de la ciudad de Durango 
promovió juicio de amparo indirecto en el que reclamó la 
construcción de un puente elevado debido a afectaciones 
ambientales relativas a la remoción o tala de árboles en un tramo 
de un parque lineal, solicitando la suspensión de los actos 
reclamados. La persona Juzgadora de Distrito negó la suspensión 
definitiva solicitada, al considerar que la parte quejosa no cuenta 
con interés legítimo puesto que sólo se ostentaron como 
ciudadanos de la ciudad de Durango, sin hacer valer una calidad 
específica que los sitúe frente a los actos reclamados de manera 
especial o diferente, como sería pertenecer a un grupo 
determinado, tener cercanía al evento o suceso, o ser titular de 
algún derecho. Tampoco exhibió constancia alguna que acreditara 
un daño inminente e irreparable que pueda causarle la ejecución 
de la obra. Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso de 
revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que el artículo 131 de la Ley de Amparo, 
que establece un requisito más agravado para el otorgamiento de 
la suspensión cuando el quejoso aduzca interés legítimo, debe 
interpretarse en materia medioambiental a la luz del artículo 8 del 
Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la 
Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe (Convenio de Escazú), 
y de los principios in dubio pro natura, de prevención y precautorio.

Justificación: El referido artículo 131 de la Ley de Amparo 
establece que cuando la parte quejosa solicita que la suspensión 
aduzca un interés legítimo, el órgano jurisdiccional la concederá 
cuando se acredite el daño inminente e irreparable a su pretensión 
en caso de que se niegue y el interés social que justifique su 
otorgamiento, requisito que debe interpretarse a la luz de los 
principios in dubio pro natura, precautorio y de prevención. Esta 
conclusión permite dar un efecto útil al artículo 8 de la Convención 
de Escazú, el cual establece la obligación de adoptar fórmulas de 
legitimación activa amplia tratándose de solicitud de medidas 
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cautelares (o suspensión definitiva) y de adoptar medidas para 
facilitar la producción de la prueba de daño ambiental. Por ello, en 
el caso del juicio de amparo, las personas que acuden en 
defensa del medio ambiente deben probar: a) Un agravio 
diferenciado, el cual se define con la situación que guarda la 
persona o comunidad con el ecosistema que estima vulnerado, 
particularmente con sus servicios ambientales; b) Que son 
beneficiarias de un servicio ambiental, lo cual implica que habitan o 
utilizan un determinado ecosistema o área de influencia y, aunque 
es un criterio geográfico, no puede ser entendido como uno de 
vecindad inmediata ("al lado de"), sino que también deben tomarse 
en cuenta las zonas donde impactan; c) No necesariamente se 
debe demostrar el daño al medio ambiente pues ello podría 
constituir la materia de fondo. Para otorgar la suspensión no puede 
exigírsele a la parte quejosa cumplir con un estándar de certeza 
total o indubitable respecto al daño ambiental que torne ilusorio el 
derecho de participación ciudadana y de acceso a la justicia 
ambiental, en el sentido de que evite la efectividad del juicio de 
amparo. Así, cuando se reclame un acto cuya realización 
indiciariamente pueda traducirse en la consumación del daño 
ambiental, debe evitarse oportunamente en la medida de lo 
posible, pues lógicamente una vez realizado el acto reclamado no 
sería factible lograr –o lo sería difícilmente– que las cosas vuelvan 
al estado que guardaban. Además, de manera similar a lo que 
ocurre tratándose del interés legítimo en el juicio de amparo –
aunque con un entendimiento más flexible–, en la suspensión, la 
apariencia del buen derecho en estos casos implica acreditar en 
forma indiciaria ser beneficiario de los servicios ambientales que 
presta el ecosistema presuntamente vulnerado. Ese vínculo puede 
demostrarse cuando la accionante prueba utilizar el entorno 
adyacente del ecosistema, entendiéndolo como su área de 
influencia a partir de los servicios ambientales que presta. Por 
ende, los órganos jurisdiccionales de amparo deben valorar las 
pruebas que alleguen las partes entendiendo que la demostración 
del daño inminente e irreparable no es necesariamente fehaciente 
en la suspensión. Por el contrario, de conformidad con los 
principios de precaución e in dubio pro natura, puede afirmarse 
que se configura el peligro en la demora al advertirse la existencia 
de un acto que indiciariamente pueda ocasionar daño al medio 
ambiente. Por ende, los Jueces deben privilegiar la toma oportuna 
de decisiones que, aun ante la incertidumbre científica de la 
existencia del daño, permitan la conservación del medio ambiente 
mientras se resuelve el fondo del juicio. Debe recordarse que un 
concepto toral del principio de precaución es el riesgo ambiental.

Asimismo, es aplicable la jurisprudencia 158/2025 con 

registro digital 2030816 de la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, cuyo rubro y texto disponen:

DERECHO A UN MEDIO AMBIENTE SANO Y A LA SALUD 
PÚBLICA. SU GARANTÍA NO PUEDE CONDICIONARSE A 
CRITERIOS PURAMENTE ECONÓMICOS.

Hechos: Una asociación civil promovió juicio de amparo en contra 
de un acuerdo estatal que establecía parámetros para activar 
fases de contingencia ambiental, al considerar que dichos 
parámetros eran más laxos que los previstos en específicas 
Normas Oficiales Mexicanas. El Juez de Distrito negó el amparo, 
por lo que el tema de constitucionalidad subsistente se sometió al 
conocimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a 
través del recurso de revisión que interpuso la quejosa. En el 
análisis del fondo, la Primera Sala abordó la tensión entre los 
efectos económicos de las decisiones regulatorias ambientales y la 
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protección del derecho al medio ambiente sano y a la salud 
pública.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que la protección al derecho a un medio 
ambiente sano y a la salud pública no puede condicionarse a 
criterios puramente económicos.

Justificación: Las decisiones regulatorias en materia ambiental 
pueden tener efectos en la reasignación de costos en los sectores 
productivos; sin embargo, dichos efectos no justifican que las 
autoridades dejen de adoptar medidas eficaces para la protección 
de los referidos derechos ni condicionarlos a una evaluación de 
costos.

Es criterio de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación que el derecho al medio ambiente sano posee tanto una 
dimensión objetiva como subjetiva. Desde su faceta objetiva, 
implica la existencia de un sistema normativo e institucional que 
garantice la preservación y restauración de los ecosistemas, 
mientras que su dimensión subjetiva reconoce el derecho de toda 
persona a exigir condiciones ambientales adecuadas para su 
bienestar y desarrollo. En virtud de esta dualidad, la tutela del 
medio ambiente no sólo es un imperativo constitucional, sino que 
adquiere un valor intrínseco que trasciende cualquier análisis de 
costo-beneficio. En consecuencia, en la formulación de su política 
ambiental, las autoridades están constitucionalmente 
obligadas a proteger el derecho a un medio ambiente sano y a 
la salud sin condicionar su eficacia a eventuales 
repercusiones económicas.

QUINTO. Concesión de la medida cautelar. Con 

fundamento en el artículo 147 de la Ley de Amparo, se concede la 

suspensión definitiva para que la autoridad responsable Organismo 
Operador Municipal de Agua Potable, Alcantarillado y 
Saneamiento, en el ámbito de su competencia dentro de las 

cuarenta y ocho horas siguientes, contadas a partir de que surta 

efectos la notificación, lleven a cabo los actos tendentes a garantizar 

el disfrute de los servicios públicos de drenaje y alcantarillado en 

***** ****** ***** ************ ** ** ** ******* ********* ** de 

esta ciudad. 

Se fija dicho plazo pues no se tiene conocimiento que la 

autoridad responsable haya dado cumplimiento a la medida cautelar 

concedida desde doce de agosto de dos mil veinticinco.

Bajo apercibimiento que de incumplir, se le impondrá multa 

de ciento quince Unidades de Medida y Actualización vigente; ello en 

términos del artículo 237, fracción I y 259, ambos de la Ley de 

Amparo.
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Esta medida surte efectos desde luego y hasta en tanto 

quede firme la sentencia que se dicte en el juicio principal del que 

deriva el presente incidente; sin necesidad de exigir garantía, dado 

que las autoridades están constitucionalmente obligadas a proteger 

el derecho a un medio ambiente sano y a la salud sin condicionar su 

eficacia a eventuales repercusiones económicas.

Por lo expuesto y fundado, con apoyo, además en el artículo 

146 de la Ley de Amparo; se 

R E S U E L V E:

PRIMERO. Se niega la suspensión definitiva respecto de las 

autoridades responsables y actos reclamados indicados en el 

considerando segundo.

SEGUNDO. Se concede a la persona quejosa la suspensión 

definitiva solicitada contra la autoridad responsable Organismo 
Operador Municipal de Agua Potable, Alcantarillado y 
Saneamiento y acto reclamado que se precisó en el considerando 

tercero; y, para los efectos señalados en el diverso quinto de esta 

resolución.

Notifíquese por oficio a las autoridades responsables y por 

lista a las partes restantes.

Así lo resolvió y firma electrónicamente Yazmín Angélica 
Murillo Badilla, Jueza Séptimo de Distrito en el Estado de Sonora, 

ante Alonso Oliva Mexía, secretario que autoriza y da fe. DOY FE.
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Autoridad Certificadora:

Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Firmante(s): 2

FIRMANTE
Nombre: ALONSO OLIVA MEXIA Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.0c.b8 Revocación: Bien No revocado
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44 53 8d 4e a3 c0 30 30 ae 45 49 bf 3e 67 2c 5e
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68 b7 5f 25 ce 3e 84 f6 0c a7 02 04 d2 80 80 00
a7 dc ef 9f bd 2f bb 80 48 30 94 82 3a f9 1c 0e

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 20/08/25 00:04:00 - 19/08/25 18:04:00

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.0c.b8

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 20/08/25 00:04:00 - 19/08/25 18:04:00

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 39258948
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FIRMANTE
Nombre: YAZMIN ANGELICA MURILLO BADILLA Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.29.42 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

20/08/25 00:23:07 - 19/08/25 18:23:07 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:
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87 a9 e2 d7 83 c3 71 b3 3c b9 67 6b 63 4e 8a e7
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OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 20/08/25 00:23:07 - 19/08/25 18:23:07

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.29.42

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 20/08/25 00:23:08 - 19/08/25 18:23:08

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 39271066

Datos estampillados: 8JDCPQhiNk6yzB8+975jI2CIyQU=
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aEl licenciado(a) Alonso Oliva MexÃa, hago constar y certifico que en términos

de lo previsto en los artículos 8, 13, 14, 18 y demás conducentes en lo
relativo de  la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública  Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información
considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra  en el
ordenamiento mencionado. Conste.


